
 

///RANA,    28    de junio de 2016. 

VISTO: 

   Estos autos venidos a despacho para resolver.  

Y CONSIDERANDO: 

   1. Se presenta el Señor Fiscal del Estado de la Provincia 

de Entre Ríos Julio César Rodriguez Signes invocando la representación 

constitucional que inviste junto al Director Ejecutivo de la Administradora 

Tributaria de Entre Ríos, en adelante A.T.E.R., Sergio Daniel Granetto con 

el patrocinio del abogado Carlos Federico Borrás y pretenden que por vía 

inhibitoria este Tribunal declare su competencia limitada a los intereses 

de la Provincia de Entre Ríos y A.T.E.R. en las actuaciones judiciales 

caratuladas "Incidente de Medida cautelar en autos "A.C.A.R.A. (Asociación 

de Concesionarios de Automotores de la República Argentina) c/Agencia de 

Recaudación de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ acción mere 

declarativa de derecho" (Expte. Nº FMZ 17395/2015/1) en trámite por ante 

el Juzgado Federal Nº 2 con asiento en la ciudad de San Juan, provincia 

homónima; como así también procuran de este Tribunal que de modo 

alternativo, contemporánea e inmediatamente o bien revoque la cautelar 

trabada en los autos apuntados sobre las facultades de determinación, 

recaudación, verificación y fiscalización de A.T.E.R. o en su defecto 

prohiba innovar al incidentante en dichos autos hasta tanto recaiga 

sentencia definitiva restituyendo las facultades impositivas provinciales 

antes mencionadas y ordene a los contribuyentes nucleados en la Asociación 

de Concesionarios de Automotores de la República Argentina, de ahora en 

más A.C.A.R.A., que deban autodeterminar el Impuesto a los Ingresos Brutos, 

de aquí en adelante I.I.B.B., en jurisdicción fiscal entrerriana, conforme 

la base imponible legislada en el Código Fiscal de Entre Ríos. 

   Fundan la legitimación activa del Estado de Entre Ríos, 

aclarando que si bien el incidente promovido por A.C.A.R.A. cuestiona la 

legitimidad de la determinación de la base imponible del I.I.B.B. en los 

códigos fiscales provinciales y el hipotético confronte con las 

disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación dirigiendo la 

acción incidental contra los órganos de recaudación impositiva de cada una 

de las provincias argentinas; el titular real de las rentas fiscales 

provinciales en lo que a Entre Ríos respecta y en el presente incidente, 

es el Estado de la Provincia de Entre Ríos, de lo que deducen su interés 

directo y primordial en el pleito, siendo el I.I.B.B. el tributo más 

importante de los recaudados por el Estado Entrerriano por lo que éste 

resulta ser parte sustancial. 

   Precisan preliminarmente que el Estado de la Provincia de 

Entre Ríos no prórroga competencia a favor de la Justicia Federal con 

asiento en las Provincias de San Juan y Mendoza, no abdica de sus 

prerrogativas constitucionales ni renuncia a su legítimo derecho a ser 

juzgada por ante sus tribunales; en la medida en que: el despacho cautelar 

librado en perjuicio de la recaudación de sus rentas constituye un típico 

supuesto de gravedad institucional; el fuero federal es de excepción 

quedando excluido de entender en cuestiones en las que deba hacerse mérito 

de legislación local; la solución del pleito exige la aplicación 

preponderante de normas tributarias domésticas; el impacto del decisorio 

cautelar sobre las rentas públicas es claro, actual, permanente y de 

magnitud, habiendo sido otorgado bajo una simple cautela juratoria; las 

provincias incidentadas no conforman entre sí un litisconsorcio necesario 

pasivo en tanto no existe marco normativo homogéneo que las aglutine sino 

todo lo contrario; ni menos aún la incidentante A.C.A.R.A. exhibe una 

legitimación activa, la que califican de dudosa, para pedir la justicia 

cautelar que obtuvo. 



   Refieren que el pleito originante de la inhibitoria que 

pretenden está radicado en el Juzgado Federal Nº 2 de la ciudad de San 

Juan, cuyo titular hizo saber a A.T.E.R. que por decisión de la Cámara 

Federal de Apelaciones de Mendoza se deberá abstener de: determinar el 

I.I.B.B. a las concesionarias representadas por la actora A.C.A.R.A. sobre 

la base del monto total de las ventas; disponer la percepción y/o retención 

del I.I.B.B. por intermedio de agentes de retención sobre la misma base; 

expedir títulos ejecutivos del referido impuesto sobre la base cuestionada; 

reclamar judicial o extrajudicialmente deudas a las concesionarias 

representadas por A.C.A.R.A. en concepto de saldos impagos del I.I.B.B. 

calculados sobre la base apuntada; informar a bancos o registros de datos 

personales sobre deudas de las concesionarias practicadas según la base 

imponible así determinada. 

   Entienden aplicable a la sustanciación de la cuestión de 

competencia el Código Civil y Comercial de la Nación atento a que la 

inhibitoria esta dirigida contra un Juzgado Federal, repasando el 

cumplimiento del ritual nacional para la procedencia de la cuestión que 

alientan. 

   Describen que A.C.A.R.A. promovió una acción meramente 

declarativa de certeza por ante jurisdicción federal sanjuanina contra las 

administraciones tributarias de las veintitres provincias argentinas con 

el objeto que los fiscos provinciales se abstengan de determinar y percibir 

el I.I.B.B. calculado sobre el monto total de ventas efectuadas por los 

concesionarios que representan.  

   En lo sustancial, afirman las incidentantes que refiere 

A.C.A.R.A en jurisdicción judicial federal sanjuanina, que las provincias 

al legislar la determinación del tributo a los ingresos brutos sobre el 

total de ventas contravienen los artículos 1502 y 1507 del Código Civil y 

Comercial de la Nación que regulan el derecho a la retribución en el 

contrato de concesión, lo que significa que los estados provinciales están 

dictando normas de derecho civil, lo que importa un avance sobre las 

facultades exclusivas y excluyentes de la Nación relativas a la regulación 

del comercio; de modo tal que las legislaciones provinciales y la 

entrerriana en particular viola de modo directo la Constitución Nacional 

habilitando a  la jurisdicción judicial federal para entender en el 

entuerto. 

   Sostienen la abogacía estatal entrerriana y A.T.E.R. que, 

a fin de evitar la competencia originaria de la Corte Suprema en el asunto, 

A.C.A.R.A. demandó únicamente a los recaudadores de las rentas provinciales 

y no a las provincias. Describen además que A.C.A.R.A. sugiere en el 

incidente cautelar que, siendo la competencia originaria de la Corte 

Suprema un beneficio provincial al que pueden renunciar, resulta prematura 

una incompetencia de la justicia federal de primera instancia; hipótesis 

que descartan de plano, en tanto afirman que la competencia de este Tribunal 

es improrrogable, indisponible y de orden público. 

   Precisan a continuación las vicisitudes procesales por 

las que atravesó el  "Incidente de Medida cautelar en autos "A.C.A.R.A. 

(Asociación de Concesionarios de Automotores de la República Argentina) 

c/Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ acción 

mere declarativa de derecho", deteniéndose a transcribir los motivos por 

los cuales el Señor Juez Federal Nº 2 de la ciudad de San Juan entendió su 

incompetencia en la medida cautelar intentada por A.C.A.R.A. y la 

competencia de la Justicia en lo Contencioso Administrativo radicada en 

cada una de las jurisdicciones correspondientes a los organismos 

tributarios demandados; para luego hacer lo propio con las razones por las 

que el Ministerio Público Fiscal ante la Cámara de Apelaciones de Mendoza 

propició, concordantemente con el Juez Federal de Sección la incompetencia 

de la jurisdicción federal. 



   Escrutan a continuación el fallo de la Sala "A" de la 

Cámara Federal de Mendoza, que por mayoría revocó la decisión de 

incompetencia del Juez Federal de San Juan a la par que ordenó la 

prohibición de innovar origen de los desvelos de la Fiscalía de Estado de 

Entre Ríos y el fisco local; pormenorizando cada uno de los votos que 

componen la pieza sentencial que los agravia; adhiriéndose a las posiciones 

que en el pleito y respecto a la competencia de las jurisdicciones locales 

en materia contencioso administrativa expresaran el Juez Federal de San 

Juan, el Fiscal de la Cámara Federal de Mendoza y uno de sus integrantes 

que votó en igual sentido. 

   Caracterizan a la jurisdicción federal como de orden 

público, limitada, restrictiva y de excepción. Con cita a Palacio, indican 

que el Juez debe, para decidir el conocimiento sobre un asunto, deslindar 

si incumbe primero a la justicia ordinaria o federal. Una vez efectuada 

tal faena debe examinar la circunscripción territorial. La incumbencia 

federal u ordinaria está regida por reglas en base a conceptos de lugar, 

materia, persona, valor y grado. 

   Analizan a continuación la competencia federal por la 

materia, comprensiva del derecho federal integrado por los Tratados 

Internacionales, Constitución Nacional y legislación federal; destacando 

que el Código Civil y Comercial de la Nación no constituye ley federal sino 

común. La legislación federal, en general, regula los intereses nacionales. 

Citan ejemplos de regulación federal, entre la que no incluyen al Código 

Civil y Comercial de la Nación y destacan que el cuestionamiento a las 

disposiciones fiscales domésticas que regulan el I.I.B.B. importa poner en 

tela de juicio claras normas de índole local cuyo hipotético confronte con 

el Código Civil y Comercial, no habilita la jurisdicción federal. Insisten 

en que la actividad desarrollada por A.C.A.R.A. no constituye materia 

federal en tanto no hay norma federal invocada ni interés nacional en el 

litigio. 

   Tampoco, a juicio de la abogacía estatal entrerriana y su 

recaudadora de impuestos, la cuestión federal introducida por A.C.A.R.A. 

se verifica por la mera invocación de violación a la Constitución Nacional 

ya que la violación denunciada no aparece manifiesta ni predominante. 

Transcriben la metodología jurisprudencial elaborada por la Corte Suprema 

para atribuir competencia federal u ordinaria frente a violación de la 

constitución, tratados y leyes federales; constitución provincial y normas 

provinciales y por último, violación simultánea de normas provinciales y 

nacionales. 

   Rechazan la denunciada invasión provincial a competencias 

legisferantes nacionales que invoca A.C.A.R.A.; afirman que el Código 

Fiscal Entrerriano define base imponible para el I.I.B.B., mientras que el 

Código Civil y Comercial de la Nación hace lo propio con el contrato de 

concesión y la comisión. Sólo la presencia del interés nacional en la 

legislación fiscal provincial habilitó a la Corte Suprema, según la 

abogacía estatal en este incidente, a declarar competencia al fuero 

federal. Citan las sentencias que avalan lo que afirman de la Colección de 

Fallos. Aún en los casos en que las provincias dictasen legislación que 

colisiona con la legislación de fondo, las causas no tramitan por ante la 

jurisdicción federal ni menos aún de primera instancia. 

   Manifiestan que la sola invocación del "Pacto Federal para 

el Empleo, la Producción y el Crecimiento" determina la competencia de los 

jueces locales, el que integra en la interpretación de la Corte Suprema 

que auspician el derecho local, de modo tal que la cuestión federal, de 

existir, no es exclusiva en la causa. 

   En orden al análisis de la competencia federal en razón 

de las personas, concentran sus esfuerzos discursivos en el fuero federal 

por distinta vecindad. Comienzan cuestionando la elección de A.C.A.R.A. de 



la jurisdicción federal sanjuanina, domiciliada legalmente en la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, quién además, afirman, no posee actividad en San 

Juan. Destacan también que en el caso en que A.C.A.R.A. obtuvo la medida 

cautelar no hay causa civil, sino tributaria. 

   Concluyen en la competencia de este Tribunal para entender 

en el pleito en la medida en que si bien el Estado de la Provincia de Entre 

Ríos es parte sustancial en el asunto a pesar de no haber sido demandado, 

la causa no es civil ni la materia exclusivamente federal sino que presenta 

componentes locales, los que excluyen a la competencia originaria de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

   Solicitan en razón de los motivos que expresan -afectación 

de los recursos fiscales propios del Estado Entrerriano y daño continuado; 

el impuesto discutido es un impuesto al consumo por lo que los socios de 

A.C.A.R.A. lo trasladan al consumidor inexistiendo así peligro en la 

demora-  que contemporánea e inmediatamente el Tribunal o bien revoque la 

cautelar trabada en los autos apuntados sobre las facultades de 

determinación, recaudación, verificación y fiscalización de la Provincia a 

través de A.T.E.R. o en su defecto prohiba innovar al incidentante en 

dichos autos hasta tanto recaiga sentencia definitiva restituyendo las 

facultades impositivas provinciales antes mencionadas y ordene a los 

contribuyentes nucleados en  A.C.A.R.A., que deban autodeterminar el 

I.I.B.B., en jurisdicción fiscal entrerriana, lo hagan conforme a la base 

imponible legislada en el Código Fiscal de Entre Ríos. 

   Dejan introducida cuestión federal suficiente y oportuna 

para ocurrir por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación por 

sentencia arbitraria. Detallan la prueba que ofrecen y peticionan por la 

inhibición articulada y el despacho conjunto de la medida cautelar 

solicitada. 

   2. Requerida la opinión del Ministerio Público Fiscal, se 

presenta Alejandro Cánepa en su representación y aconseja hacer lugar a la 

cuestión de competencia por vía inhibitoria y consecuentemente auspicia la 

declaración de competencia de éste Tribunal en lo Contencioso 

Administrativo, como así también la suspensión de la medida ordenada por 

la justicia federal cuyana. 

   Luego de repasar los antecedentes procesales de la causa 

origen de la inhibitoria, ingresa a precisar el concepto y fin de la medida 

requerida y detallar las razones que lo convencen a proponer como lo hace; 

para lo cual parte de circunscribirse a los hechos detallados en la demanda 

conforme la jurisprudencia del Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos 

que cita. 

   Destaca que lo que está en juego consiste en la 

armonización de normas de derecho común de diverso orden -Código Civil y 

Comercial de la Nación y Códigos Tributarios Provinciales-; lo que a su 

juicio no constituye una cuestión federal, para lo cual analiza el artículo 

116 de la Constitución Nacional que regula las causas que generan 

competencia judicial federal. 

   Expresa que la relación del conflicto con la Constitución 

Nacional debe ser directa además de carecer de incidencia local; 

característica que a todo evento, no presenta el caso originado por 

A.C.A.R.A. en la jurisdicción federal de San Juan. Se detiene en demostrar 

que el caso es local y por ende corresponde que entiendan los tribunales 

radicados en cada una de las provincias cuyas rentas pretende afectar 

A.C.A.R.A., toda vez que las personas o las cosas respecto a las que se 

apliquen las normas de derecho común referidas a la Constitución se 

encuentran bajo la jurisdicción de alguna de las provincias o de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, artículo 75 inciso 12. 

   A mayor abundamiento cita in extenso a Néstor Sagüés sobre 

el derecho federal, descartando tal carácter al presente en la contienda y 



concluye que en el caso se verifica una supuesta colisión de normas de 

derecho común que no versa directamente sobre puntos regidos por la 

Constitución Nacional, sino que la rozan tangencialmente. 

   Definida la competencia de la justicia ordinaria, entiende 

que se trata de un caso administrativo en tanto los intereses en conflicto 

surgen de la actuación de un ente en función administrativa que afecta los 

intereses tutelados de un particular; agregando además que el Tribunal 

Competente deberá aplicar sustancialmente normas administrativas para 

dirimir el conflicto. Cita a Carlos M. Giuliani Fonrouge. Auspicia la 

competencia territorial de esta Cámara en lo Contencioso Administrativo en 

razón del domicilio de la A.T.E.R. 

   Finaliza proponiendo también hacer lugar a la medida 

cautelar interesada en tanto la cautela ordenada por la justicia federal 

cuyana constituye una medida prohibida por el ritual contencioso 

administrativo entrerriano, aconsejando la suspensión de la misma, ya que 

la contradicción con la letra expresa de la ley es evidente. 

   3. En el limitado marco cognoscitivo propio de una 

cuestión de competencia y atendiendo principalmente a como han sido 

planteados los hechos (Colección de Fallos 306:1056; 308:1239 y 2230), 

destacamos  que el Estado de la Provincia de Entre Ríos y su Administradora 

Tributaria A.T.E.R. afirman que la Sala "A" de la Cámara Federal de Mendoza 

declara la competencia del fuero federal con asiento en la ciudad de San 

Juan, provincia homónima, para sustanciar una acción declarativa de certeza 

a la par que decreta una medida cautelar de prohibición de innovar, ambas 

iniciadas por A.C.A.R.A. contra las recaudadoras tributarias provinciales, 

incluida A.T.E.R., consistente en que durante el presente ejercicio fiscal 

y hasta tanto recaiga sentencia definitiva en la causa principal los fiscos 

provinciales se abstengan de determinar la base imponible para calcular el 

I.I.B.B. que pagan las concesionarias asociadas a A.C.A.R.A. por ante sus 

respectivas jurisdicciones fiscales, como asi también se inhiban de 

disponer y/o expedir títulos ejecutivos y/o reclamar judicialmente y/o 

promover ejecuciones y/o trabar ejecuciones precautorias y/o informar a 

bancos de datos, utilizando para tales fines como saldos impagos del 

I.I.B.B. los calculados sobre el concepto de monto total de ventas. 

   Para así decidir, la Abogacía Estatal Entrerriana y la 

A.T.E.R. indican que la Sala "A" de la Cámara Federal de Mendoza basó su 

razonamiento en dos consideraciones. En primer lugar subsumió el conflicto 

como una impugnación de normas locales por violatorias a la Constitución 

Nacional, tratados internacionales y leyes nacionales y aplicó la clásica 

doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que asigna competencia 

a la Justicia Federal para dirimirlos. En segundo lugar se apoyó en lo 

dispuesto por el artículo 2 inciso 1 de la ley 48 que hace otro tanto en 

las causas que sean especialmente regidas por la Constitución Nacional, 

las leyes sancionadas por el Congreso Nacional y los tratados 

internacionales (Punto III. del fallo dictado por la Cámara Federal de 

Mendoza en fecha 11 de setiembre de 2015 en Expediente 17395/2015, autos 

caratulados "A.C.A.R.A. c/ AGENCIA DE RECAUDACIÓN DE LA PROVINCIA DE BUENOS 

AIRES Y OTROS s/ACCION MERE DECLARATIVA DE DERECHO" disponible en 

http://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=sY9yfNy7qDHG5g%2BCEBgqE0ygDFWmdT

2oHYcabyVuwKg%3D&tipoDoc=despacho&cid=11671). 

   El Estado de la Provincia de Entre Ríos y la A.T.E.R. 

pretenden por medio de la presente contienda de competencia por vía 

inhibitoria y por las razones que invocan que este Tribunal declare que el 

pleito en lo que a la A.T.E.R. respecta, sustanciado en la causa hasta 

ahora radicada en jurisdicción federal sanjuanina entre A.C.A.R.A. en 

representación de sus asociados que tributan el I.I.B.B. en jurisdicción 

fiscal entrerriana, pertenece a la competencia en materia contencioso 

administrativa que regula la Constitución de Entre Ríos y el Decreto Ley 



7061/83 ratificado por Ley 7504 (B.O. 25/02/85); y solicite al Señor Juez 

Federal Nº 2 de San Juan, provincia de San Juan, se inhiba de continuar 

con las actuaciones caratuladas "Incidente de Medida cautelar en autos 

"A.C.A.R.A. (Asociación de Concesionarios de Automotores de la República 

Argentina) c/Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires y otros 

s/ acción mere declarativa de derecho" (Expte. Nº FMZ 17395/2015/1); quien 

deberá abstenerse de seguir entendiendo en la sustanciación de la causa 

sólo en relación al conflicto de intereses entre A.T.E.R. y A.C.A.R.A. y 

sus asociados que tributan el I.I.B.B. en jurisdicción fiscal de Entre 

Ríos. 

   4. Conforme lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en interlocutorio de fecha 13 de Abril de 1989 en autos 

"Ranieri, Salvador y otros s/ cuestión de competencia por inhibitoria" (Id 

SAIJ: FA89000133); las cuestiones de competencia entre tribunales de 

distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas 

nacionales de procedimientos; doctrina reiterada en interlocutorio de fecha 

14 de agosto de 1990 en autos "Dr. Bartolomé de Brignardello, Juez de 

Primera Instancia Civil- Comercial a cargo del Juzgado Nº 1 Dpto. Judicial 

de Junín (Prov. de Bs. As.), Secretaría única, en autos: "Elección S.R.L. 

c/ Godoy, Juana Felipa s/ inhibitoria". s/ DILIGENCIA" (Id SAIJ: 

FA90000212); por lo que para la tramitación de las presentes se imprimirán 

las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que 

rigen las contiendas de competencia. 

   Las incidentantes acreditan el cumplimiento de los 

requisitos adjetivos que permiten al Tribunal comenzar a analizar la 

procedencia o improcedencia de la cuestión de competencia por vía 

inhibitoria. Así, ambas afirman no haber consentido la competencia del 

Señor Juez Federal Nº 2 de San Juan y si bien A.T.E.R. se encuentra 

anoticiado formalmente de la sustanciación de la causa principal y su 

incidente cautelar por ante el mencionado magistrado y por medio del oficio 

que acompañan, dicen que A.T.E.R. no ha sido notificada de la demanda por 

lo que se encuentran a tiempo para entablar la medida inhibitoria que 

pretenden, artículos 7 y 8 del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación. Acompañan además copia de la carátula del incidente cautelar, del 

escrito de promoción de acción mere declarativa y medida cautelar y del 

Oficio Ley 22.172 despachado por el Juez Federal Nº 2 Subrogante de la 

ciudad de San Juan en el que se instrumenta la medida de no innovar. Si 

bien no acompañan el fallo de la Sala "A" de la Cámara Federal de Mendoza, 

el mismo se encuentra disponible en el sitio oficial referido en el punto 

anterior. 

   5. Para que la competencia federal en razón de la materia 

-motivo por el cual la Cámara Federal Cuyana surte de competencia a su Juez 

de Sección Sanjuanino- excluya a la competencia ordinaria y concrete en el 

caso la primacía del derecho federal por sobre el común y el local previsto 

en el diseño de nuestra Constitución Nacional en su artículo 116; resulta 

indispensable que en la contienda a resolver se encuentre en juego un 

interés o propósito federal, el que deberá ser objetivo, legítimo, real, 

concreto y con suficiente entidad. La sustancia federal debe nutrir la 

cuestión litigiosa, y por ser tal, debe ser conocida y decidida en el marco 

del encuadramiento de la normativa propiamente federal (Ricardo Haro en 

"La competencia federal", Ed. Depalma, Bs. As. 1989, pág. 103). 

   No se advierte en qué consiste ni dónde se encuentra la 

sustancia federal en un conflicto que con acierto caracterizara el Señor 

Fiscal Coordinador por ante esta Cámara en lo Contencioso Administrativo 

como "... lo que está verdaderamente en juego [en el pleito] es la 

armonización, y/o presunta colisión, de dos normas de derecho común de 

distintos órdenes (Código Civil de la Nación/Código Fiscal Provincial); 

una de las cuales responde al ejercicio del poder de imperio del Estado 



Provincial y de su autonomía -como es la facultad de percibir sus rentas a 

partir de la potestad tributaria que le otorga la Constitución Nacional 

(art. 5 y 121 a 128) y la Constitución Provincial-; y la otra a la actividad 

legisferante del Congreso Nacional (artículo 75 inciso 12).".  

   Ni el Código en lo Civil y Comercial de la Nación ni el 

Código Fiscal de Entre Ríos constituyen, en sus respectivas sustancias, 

leyes federales; ni las reglas que hipotéticamente entran en colisión entre 

ambos cuerpos normativos son de tal naturaleza. 

   Tampoco alcanza a categorizar como federal la cuestión 

debatida en los autos en trámite por ante el Juez Federal Nº 2 de San Juan, 

la interpretación que concluye en que del hipotético conflicto entre los 

códigos fiscales provinciales que precisan la base imponible del I.I.B.B. 

y las nóveles definiciones de contrato de concesión y su retribución que 

inauguró el Código Civil y Comercial de la Nación en sus artículos 1502 y 

1507; las provincias argentinas han sobrevenido en invasoras de 

competencias legisferantes del Congreso Nacional y así violatorias del 

catálogo de normas constitucionales que estructuran el Estado Federal 

Argentino. 

   La Cámara Federal de Mendoza, por mayoría, formula un 

aserto dogmático  y sin explicar en que consiste o como se desarrolla el 

hipotético conflicto entre las leyes fiscales locales y el Código Civil y 

Comercial de la Nación -aunque mas no sea mínimamente dado el estadío 

procesal de la cuestión- reproduce inaudita parte y sin mayor procesamiento 

jurídico las afirmaciones que sostiene A.C.A.R.A. para fundar la reducción 

del tributo que gestiona para sus asociados.  

   La ausencia señalada desnuda y pone en evidencia la falta 

de relación directa e inmediata entre el asunto discutido -ya sea abordado 

como hipotética colisión entre normas de derecho común pero diverso orden 

(Normas Tributarias Provinciales vs. Código Civil y Comercial de la Nación) 

o invasión a las competencias legisferantes del Congreso de la Nación en 

abierto desafío a la estructura federal del Estado Nacional y sus Estados 

Provinciales miembros organizada por la Constitución Nacional- y el derecho 

federal invocado. No habiendo análisis que evidencie como se produce la 

colisión, menos aún lo hay sobre el vínculo de la colisión inexplicada con 

el derecho federal invocado. 

   Para que la cuestión analizada exhiba una relación 

"directa e inmediata" con el plexo jurídico federal se requiere que la 

decisión del pleito dependa de la interpretación y aplicación de la norma 

federal. (Haro, obra citada, pág. 106). Sin ingresar a discernir cual es 

la naturaleza de la norma que asignará justicia al entuerto, tarea 

desautorizada a este Tribunal que limita su faena únicamente a la 

competencia, fácil es advertir que en la sentencia tampoco hay referencia 

alguna a como la legalidad tributaria provincial afecta directamente la 

capacidad contributiva de las asociadas a A.C.A.R.A., limitándose una vez 

más a formular una invocación genérica del presunto quebranto al principio 

constitucional señalado. 

   Concluyendo, para que el derecho federal, verdadero primus 

inter pares, se constituya en dirimente en la competencia -federal u 

ordinaria- en razón de la materia, se requiere que se presente de modo 

sustancial, diáfano, directo, predominante y protagónico para la solución 

del pleito; lo que no ocurre en lo más mínimo en la incidencia cautelar 

sustanciada por ante la Justicia Federal Sanjuanina, en donde claramente 

el destino del juicio dependerá de la valoración  que se efectúe de la 

legislación local entrerriana. 

   6. Además de lo apuntado, la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación, en su delicada función de custodia de la primacía federal y 

garantía de las autonomías provinciales, ha dedicado desde los comienzos 

de la organización nacional un capítulo especial al respeto de las 



competencias legisferantes locales en materia impositiva; particularmente 

mientras las normas fiscales provinciales desafiadas no han sido 

declaradas, por el tribunal que fuere, inconstitucionales. 

   Haro en la obra ya citada, página 123 y siguientes, 

efectúa un recuento jurisprudencial que demuestra como la Corte en su doble 

función ha equilibrado delicadamente la primacía federal con la garantía 

autonómica provincial, privilegiando a lo largo de su historia el debido 

respeto a las autonomías provinciales, organizaciones políticas fundantes 

del Estado Nacional, prohibiendo a la Justicia Federal obstaculizar la 

percepción de sus rentas; sin perjuicio de su posterior revisión por la 

vía extraordinaria. 

   Así en fallo del 11 de Octubre de 1875 la Corte expresó 

que: "La Justicia Nacional no puede estorbar la percepción de impuestos 

provinciales, mientras no sea declarada inconstitucional la ley de su 

creación en juicio contencioso entre los interesados y las autoridades de 

Provincia" (Colección de Fallos 17:133); doctrina que reiteró en fallo del 

1 de diciembre de 1904, disponible en Colección de Fallos 108:8. 

   Mas aún, sobre las postrimerías del siglo XIX la Corte 

Suprema inhibió a la jurisdicción judicial federal a suspender la 

percepción de la renta provincial al sentenciar: "La justicia nacional no 

puede mandar suspender el cobro de un impuesto provincial, por haberse 

interpuesto demanda sobre inconstitucionalidad de la ley que lo 

sanciona" (Fallo del 5 de diciembre de 1892 dictado en autos "Pio Chiodi y 

otros contra Don Pascual Bruniard y después contra la provincia de Santa 

Fe, por inconstitucionalidad de la ley de impuestos a los cereales; sobre 

suspensión de cobro" en Fallos 50:179), doctrina retirada en sendos fallos 

de febrero de 1893 y febrero de 1894 disponible en Colección de Fallos 

55:21 y 24.  

   Terminante, la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

declaró la incompetencia de la Justicia Federal para entender en causas en 

donde se cuestiona la constitucionalidad de un impuesto local: "La Justicia 

Federal es incompetente para conocer en las demandas sobre exoneración del 

pago de un impuesto local. La inconstitucionalidad que se atribuye a dicho 

impuesto no priva a los jueces locales de la jurisdicción que le corresponde 

para hacerlo efectivo" ("Don Rómulo Herrera contra los señores Tiseyra y 

Pirola, por inconstitucionalidad de impuesto; sobre competencia" fallo del 

8 de Febrero de 1887 en Colección de Fallos 31:103) 

   Ingresados al siglo XX la Suprema Corte reiteró su 

doctrina privilegiando a la autonomía provincial a la hora de seleccionar 

quien es el juez competente: "Entre los derechos que constituyen la 

autonomía de las provincias, es primordial el de imponer contribuciones y 

percibirlas sin intervención alguna de autoridad extraña, derecho que no 

podría ser ejercido con la amplitud e independencia necesarias, si hubiera 

de hacerse efectivo por las autoridades que no fueran las propias (artículos 

104 y 105 de la Constitucional Nacional). La Justicia Nacional es 

incompetente para conocer de las cuestiones sobre cobro de impuesto 

locales, mientras no se paguen y formulen, después, las acciones de 

repetición que fueren procedentes" ("Ferrocarriles del Sud en autos con la 

Municipalidad de La Plata sobre cobro de impuestos. Recurso extraordinario. 

Competencia" en Fallos 114:282; doctrina reiterada en Fallos 118:93) 

   Contemporáneamente la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación ha adecuado el deber de tutelar judicial y efectivamente los derechos 

ciudadanos con el sistema federal de administración de justicia. En asuntos 

que pretenden presentar colisiones entre normas locales y nacionales, la 

competencia la dirimió respetando las autonomías provinciales y reservando 

la función de custodia de la primacía del derecho federal que pueda resultar 

involucrado, para la vía extraordinaria:  



   "El respeto del sistema federal y de las autonomías 

provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y 

decisión de las causas que, en lo sustancial, versen sobre aspectos propios 

de su derecho público, sin perjuicio, claro está, de que las cuestiones 

federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean 

susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario (Fallos 

325:3070; 327:1789; 328:3700)" dictamen de la Procuradora Fiscal que la 

Corte hizo suyo en "RPB S.A. c/Municipalidad de Concordia s/demanda 

contencioso administrativa", fallo del 16 de diciembre de 2008, Expediente 

Competencia Nº 796 XLIV"; reiterado en fallo del 05/04/2005 -Del dictamen 

de la Procuración General, al que remitió la Corte Suprema- en Expediente 

Competencia N° 1289. XL. "Compañía de Recreativos Arg. S.A. (Ex Codere) c/ 

Provincia de Santiago del Estero s/ acc. declarativa de certeza y medida 

cautelar" Colección de fallos: 328:872; Expediente C. 1098. XXXVI. 

autos "Capelli, Rubén José y otro c/ Honorable Tribunal de Cuentas s/ 

amparo, inconstitucionalidad y medida cautelar" Fallo del  09/08/2001, 

colección de Fallos 324:2117; por sólo citar algunos. Un extenso y completo 

análisis de la actual jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación en la hipótesis de involucramiento de cuestiones federales con 

elementos locales en: "Capítulo XVIII. La competencia federal en virtud de 

la "cláusula del comercio" y de los "establecimientos de utilidad nacional" 

y su relación con el Federalismo Argentino"; por Claudio D. Gomez en la 

obra de Silvia Palacio de Caeiro "Competencia Federal", Ed. La Ley, Bs. 

As. 2012, págs. 731 y siguientes). 

   La cuestión medular o sustancial -en términos de la propia 

Corte- en el asunto consiste en la extensión de la base imponible del 

I.I.B.B. definida por el Código Fiscal de Entre Ríos en su artículo 151 y 

su hipotética colisión con las normas civiles; y la más conjetural aún, 

invasión a las competencias legisferantes del Congreso de la Nación; esta 

última cuestión decididamente accesoria a la primera y que de verificarse, 

dependen de la solución que se asigne a la colisión denunciada; las que 

encontrarán adecuada tutela frente a una también hipotética decisión 

arbitraria de la magistratura local, mediante la vía extraordinaria por 

ante el Máximo Tribunal de la Nación. 

   Frente a la ausencia de manifiesta sustancia federal -

directa o indirecta, simple o compleja- en el asunto; sumado a que la 

contienda se resolverá, indefectiblemente aplicando a su meollo normas de 

derecho local en materia impositiva conjuntamente con normas comunes y a 

posteriori constitucionales, lo que impone el respeto para entender en las 

causas por las instituciones judiciales locales que integran los sistemas 

democráticos de las provincias; la competencia federal está inhibida de 

seguir actuando en pleito en lo que respecta a la Agencia Tributaria de 

Entre Ríos. 

   7. Resta analizar la competencia originaria de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ante la presentación aquí conjunta de 

A.T.E.R. y el Estado de la Provincia de Entre Ríos pretendiendo la 

inhibitoria de la Justicia Federal Cuyana, cuando A.C.A.R.A. por ante el 

Juzgado Federal Sanjuanino sólo demandó a la primera. 

   Dos son las razones que nos inclinan a decidir la 

competencia ordinaria de los tribunales entrerrianos por sobre la 

originaria de nuestro Máximo Tribunal de la Nación. En primer lugar y 

nuevamente, las enseñanzas de la propia Corte en autos: "Asociación de 

Bancos de la Argentina y otros c/ Misiones Provincia de y otros s/acción 

de repetición y declarativa de inconstitucionalidad", fallo del 9/06/09 en 

Expte. A2103XLII Originario y en autos: "IBM Argentina S.A. c/ Misiones 

Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", fallo del 

20/02/2007 en Colección de Fallos 330:173 y en: "Argencard c/ Provincia de 



Misiones" (Fallo del 13/02/07); en donde distinguió al objeto de la 

pretensión como dirimente de su competencia originaria.  

   Si el núcleo pretensivo lo constituye una declaración de 

inconstitucionalidad de la obligación tributaria o de la potestad 

tributaria propia del Estado Provincial, aspecto éste que excede la 

recaudación del impuesto la competencia será originaria; mientras que si 

el meollo de la pretensión impugna la determinación tributaria, lo que 

coincide con una facultad o competencia administrativa propia de la agencia 

recaudadora, no lo será. (Silvia B. Palacio de Caeiro y otros en 

"Competencia Federal", Ed. La Ley, Bs. As. 2012, pág. 185 y 186).  

   En este orden, lo que A.C.A.R.A. discute es la 

determinación de la base imponible del I.I.B.B. Para la asociación de 

concesionarios automotrices argentinos, la base para calcular el impuesto 

en el caso de sus socios no se integra por el total de ventas durante un 

período sino por las comisiones percibidas por tales ventas. Las 

pretensiones de A.C.A.R.A. están expresados bajo el título de "Objeto" en 

su demanda, en donde detalla que la acción se interpone "... con el objeto 

que los Organismos de Recaudación Tributaria Provinciales demandados (en 

adelante ORTP) se abstengan de: a) Determinar el impuesto a los Ingresos 

Brutos (en adelante I.I.B.B.) a las concesionarias representadas sobre la 

base del monto total de las ventas; b) disponer la percepción y/o retención 

del I.I.B.B. a través de agentes designados por la ley (Bancos, Municipios, 

Instituciones de Crédito, Fábricas y/o Terminales Automotrices, etc) sobre 

la misma base (monto total de ventas), para lo cual cada ORTP deberá cursar 

la pertinente comunicación a cada Agente de Percepción y/o Retención; c) 

Expedir títulos para la ejecución de deudas por I.I.B.B. calculadas  sobre 

la base cuestionada; d) reclamar extrajudicialmente a las concesionarias 

deudas por I.I.B.B. determinadas en función del "monto total de las ventas"; 

e) Promover ejecuciones contra las concesionarias representadas por deudas 

en concepto de I.I.B.B. determinadas sobre la base del monto total de las 

ventas; f) Trabar embargos y/o cualquiera otra medida de ejecución o 

precautoria por montos que estén determinados en función del monto total 

de las ventas; g) Informar a Bancos y/o registros de datos personales 

deudas de las concesionarias determinadas en función del monto total de 

las ventas;...". 

   El decálogo de actos jurídicos precisamente enumerados 

por A.C.A.R.A. en el objeto de demanda constituye un desafío a las 

actividades propias de la A.T.E.R. desde la determinación de la base de un 

impuesto prevista expresamente en las leyes que establecen sus competencias 

administrativas -articulos 7 y 8 del Código Fiscal Entrerriano t.o. 2014- 

en adelante; lo que descarta la competencia originaria de la propia Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, aún frente a la presencia en esta causa 

del Estado de la Provincia de Entre Ríos. 

   Además de lo apuntado, la ley de creación de A.T.E.R. le 

asigna personalidad jurídica propia, la designa autoridad de aplicación 

del Código Fiscal, le otorga facultades reglamentarias, le prevé un 

presupuesto propio y facultades para disponerlo, la faculta a contratar 

personal, y entre otras múltiples funciones le encomienda representar a la 

Provincia ante los organismos multilaterales fiscales nacionales y 

extranjeros, (artículos 1, 3, 4 incisos a, b, c, g, l, m)  Ley 10.091 B.O. 

26/12/11); lo que evidencia el carácter de persona pública estatal con 

personalidad jurídica propia y diversa al Estado de la Provincia de Entre 

Ríos. 

   En segundo lugar, la materia jurídica del asunto a tratar 

no es civil, sino fiscal y local; lo que decididamente desliza la 

competencia de la originaria de la Corte Suprema a la ordinaria de las 

Provincias. 



   8. Descartado el fuero federal y desechada la competencia 

originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación por la presencia 

promiscua en estos actuados del Estado de la Provincia de Entre Ríos y no 

así en los que sustancian por ahora por ante competencia federal de San 

Juan; corresponde determinar en lo que al conflicto refiere entre 

A.C.A.R.A. y A.T.E.R. por aquellos asociados a la primera que tributan el 

I.I.B.B. en jurisdicción fiscal entrerriana; la competencia ordinaria 

material y territorial del asunto en debate. 

   Según lo relatado por la Fiscalía de Estado de la 

Provincia de Entre Ríos y por A.T.E.R., desde los comienzos de la causa el 

Señor Juez Federal Nº 2 de San Juan ya advirtió la competencia material 

del fuero contencioso administrativo, atento a que se trata de un debate 

sobre la extensión de la base imponible sobre la cual calcular un impuesto. 

No hay mayores dudas que el centro del asunto a discutir es tributario y 

en su consecuencia la competencia de los tribunales es la correspondiente 

a la contencioso administrativa, en la medida en que A.C.A.R.A. en 

representación de sus asociados radicados en la Provincia de Entre Ríos 

desafía la legitimidad del obrar del fisco local al determinar la base 

imponible para calcular el I.I.B.B., derecho ejercido para discutir un 

vínculo regido por una disposición de caracter eminentemente administrativo 

(artículo 1 del Decreto Ley 7061/83 ratificado por ley 7504 B.O. 25/02/85); 

vínculo y derecho que a su vez determinan la competencia especializada del 

fuero contencioso administrativo local. 

   No hay obstáculo adjetivo en la legislación local para 

que A.C.A.R.A. promueva acción mere declarativa y éste Tribunal la 

sustancie en los términos y con los alcances prescriptos en el artículos 

310 del Código Procesal Civil y Comercial de Entre Ríos, en tanto el Código 

Procesal Administrativo reenvía a aquel analógica y supletoriamente en su 

artículo 88; sin perjuicio de prever como acción propia del ritual 

contencioso administrativo "...la interpretación que corresponda a una 

norma que se trate" (artículos 88 y 17 inciso d) del C.P.A. Decreto Ley 

7061/83 ratificado por Ley 7504 B.O. 25/02/85); marco adjetivo que pone a 

disposición de A.C.A.R.A. dos procesos por medio de los cuales sustanciar 

sus pretensiones: la acción mere declarativa local y la acción específica 

contencioso administrativa de interpretación. 

   Siendo el domicilio de la demandada A.T.E.R. en la ciudad 

de Paraná conforme el artículo 1 de la ley 10.051, la competencia 

territorial es la de esta Cámara en lo Contencioso Administrativo Nº 1. 

   9. La Abogacía Estatal y el Fisco Local pretenden que 

contemporáneamente a la decisión sobre la competencia del Tribunal, se 

despache urgente una medida cautelar revocatoria de la dictada por la Sala 

"A" de la Cámara Federal de Mendoza o en su defecto y en el marco de la 

presente causa se decrete no innovar hasta tanto recaiga sentencia 

definitiva, restituyendo así las facultades cercenadas a la A.T.E.R. por 

la jurisdicción judicial cuyana. 

   Entienden que la medida cautelar paraliza la actividad 

fiscal entrerriana en relación al I.I.B.B. al que califican de principal 

tributo local. Denuncian al daño producido por la medida judicial de grave 

y continuado. Refieren que el I.I.B.B. es un impuesto al consumo por lo 

que no grava las ganancias de los concesionarios sino de los consumidores 

a quienes se traslada y convierte en contribuyentes de facto, concluyendo 

en la inexistencia de peligro en la demora.  

   10. Resulta innegable que la medida cautelar decretada 

por la Justicia Federal de Mendoza reviste gravedad para las finanzas 

públicas locales y confronta con el regimen constitucional y legal 

entrerriano. Abordada desde la perspectiva presupuestaria, la cautelar 

impacta en la fuente de mayor gravitación en la recaudación de la renta 

pública propia de la Provincia de Entre Ríos. Dentro de los recursos 



provinciales ingresados en lo que va del año 2016, el Ministerio de 

Economía, Hacienda y Finanzas de Entre Ríos, informa que el I.I.B.B. ocupa 

el primer lugar en la recaudación con el 55 % de la renta de origen 

doméstico, seguido por el impuesto inmobiliario con el 22 %, el impuesto a 

los automotores con el 11 %, sellos con el 5 %, Ley 4035 con el 5 % y el 

impuesto a las profesiones liberales con el 1 %. El tributo a la transmisión 

gratuita de bienes carece de significación porcentual -0 %- al igual que 

los impuestos varios. Información disponible en la página oficial del 

Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas de Entre Ríos en 

https://www.entrerios.gov.ar/minecon/userfiles/files/otros_archivos/ingPu

b201604ROP.pdf. 

   Las autoridades tributarias entrerrianas calculan que la 

medida cautelar producirá una caída en la recaudación por el I.I.B.B. para 

el año en curso del orden de los cien millones de pesos, informe a fojas 

30/31. Sin perjuicio que la medición que se efectúa -en números porcentuales 

o absolutos- de la detracción del I.I.B.B. que autodeterminan los 

concesionarios automotrices que tributan en jurisdicción local y la 

proyección anual que de ella realizan las autoridades económicas resultan 

cálculos inestables a tenor de las influencias inflacionarias y la caída 

de las ventas por reducción del consumo; no deja de ser significativa la 

caída proyectada en la recaudación del I.I.B.B. para el ejercicio fiscal 

en curso en la suma de $ 111.287.607. 

   Una mayor precisión del impacto se adquiere al 

contextualizar la significación presupuestaria de los $ 111.287.607 

calculados como quebranto producto de la cautelar dentro de las previsiones 

presupuestarias para el ejercicio fiscal en curso, también sometidas a la 

misma inestabilidad inflacionaria que el cálculo de la detracción. La Ley 

de Presupuesto Anual para el ejercicio 2016 (Ley 10.403 B.O. 10/12/15) 

detalla como composición del gasto por jurisdicción para el presente año 

fiscal, los siguientes: Tribunal de Cuentas (jurisdicción 50) la suma total 

de $ 120.469.000;  Ministerio de Turismo  (jurisdicción 65) la suma de $ 

80.266.000 y $ 80.841.000 para el Ministerio de Trabajo (jurisdicción 70). 

Información disponible en  la página oficial del Ministerio de Economía 

https://www.entrerios.gov.ar/presupuesto/leypres/2016/pdf/CONS_JURFIN.pdf

. 

   Como se puede observar, la caída proyectada en la 

recaudación tributaria para 2016 producto de la medida cautelar supera el 

gasto presupuestado para cada uno de los Ministerios de Turismo y Trabajo 

de la Provincia de Entre Ríos para este año fiscal y se aproxima a lo que 

le irrogará a las finanzas públicas mantener por un año su órgano de control 

externo, el Tribunal de Cuentas.  

   Sin duda alguna que la decisión cautelar de la justicia 

federal cuyana adquiere en el contexto presupuestario significación propia 

dada la magnitud de sus consecuencias en las finanzas estatales 

entrerrianas; a la par que otorga la urgencia que justifica la medida que, 

a su vez, solicita el fisco local para superar o al menos frenar, el déficit 

generado. 

   11. "La suspensión cautelar de la vigencia de una norma 

dispuesta por un tribunal presupone que éste se atribuye la competencia 

para sentenciar en definitiva con idéntico poder", sentenció la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación en  "Thomas, Enrique c/ E.N.A. s/ amparo", 

fallo del 15/06/2010. 

   Esta Cámara en lo Contencioso Administrativo Nº 1 de 

Paraná, al hacer lugar a la cuestión de competencia por inhibitoria 

planteada por el Estado Provincial de Entre Ríos y el Fisco local se 

encuentra en condiciones de ingresar al tratamiento de la justicia cautelar 

solicitada. 



   Las normas y actos que establecen las gabelas provinciales 

gozan de presunción de legitimidad, razón por la cual la pacífica 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación las mantuvo 

fuera del alcance cautelar (Colección de Fallos 313:1420; 322:2275). Es 

más, en nuestra provincia y como lo señala el Señor Fiscal Coordinador por 

ante esta Cámara, en consonancia con la prohibición de perturbar los 

recursos públicos dispuesta por el ritual nacional mediante decisiones 

cautelares, el Código Procesal Administrativo prevé que la sentencia en 

proceso contencioso administrativo puede ser suspendida o aún sustituida 

si traba la percepción de las contribuciones fiscales regulares que no 

hayan sido declaradas con autoridad de cosa juzgada,  inconstitucionales. 

(artículo 84 inciso d Decreto Ley 7061/83, ratificado por Ley 7504 B.O. 

25/02/85). 

   Cualquier postergación indefinida en la percepción de 

tributos por más transitoria que fuera frente a un bloque normativo 

constitucional y legal destinado a garantizar los recursos estatales para 

el cumplimiento de sus fines, otorgan a la petición de no innovar del 

Estado y Fisco local una pátina de legitimidad necesaria para resolver a 

su respecto. 

   La Provincia de Entre Ríos, junto a las vecinas Santa Fe 

y Buenos Aires, es una de las firmantes de los cuatro pactos preexistentes 

en cumplimiento de los cuales, se construyó la Nación Argentina, como así 

expresamente lo reconoce el preámbulo de la Constitución. Cronológica, 

institucional y políticamente preexiste a la República Argentina, limita 

su soberanía en la Constitución Federal, garantiza el sistema democrático 

de gobierno, declara operativos las convenciones de derechos humanos 

firmadas por la Nación con los estados extranjeros y admite, en lo que aquí 

interesa, ser demandada por ante sus propios tribunales sin necesidad de 

autorización legislativa previa ni privilegio alguno, pudiendo ser 

ejecutada y embargadas sus rentas en caso de condena (artículos 1, 6, 15 y 

46 de la Constitución de Entre Ríos); pero no delegó ni expresa ni 

implícitamente en el Congreso Nacional sus competencias tributarias, las 

que mantuvo en plenitud, artículos 8, 79 y 122 inciso 7 de la Constitución 

de Entre Ríos de 2008. 

   El Estado de Entre Ríos, organizó desde sus orígenes 

institucionales las receptorías de la renta pública, las que facultó para 

que "...cobraran cada trimestre lo perteneciente al ramo de compostura, 

con las tiendas, almacenes y pulperías existentes en los pueblos. Los 

traficantes de campaña pagarán mensualmente lo perteneciente a este ramo"; 

además de atribuir al Congreso Provincial la competencia para "Establecer 

derechos, imponer contribuciones temporales y pedir, y recibir empréstitos 

sobre los fondos de la provincia" (artículo 28 del Bando de la República 

de Entre Ríos. Reglamento del Orden Económico; y artículo 35 del Estatuto 

Provisorio Constitucional de 1822; en Archivo Histórico y General de la 

Provincia de Entre Ríos, Paraná, División Gobierno, Serie I, 1788-1869, 

Carpeta Nº 1, 1778-1821, Legajo 6 A; y Recopilación de Leyes -

Constituciones-, Publicación Oficial, Imprenta Oficial de Entre Ríos 1940); 

competencia tributaria que mantuvo incólumes en las sucesivas 

constituciones provinciales en la H. Legislatura Provincial hasta la fecha 

(artículo 22 inciso 5 de la Constitución de 1860; articulo 98 inciso 6 de 

la Constitución de 1886, artículo 124 inciso 7 de las Constituciones de 

1903-1909; artículo 81 inciso 7º de la Constitución de 1933). 

   En esta causa, este Tribunal se ve compelido a actuar en 

cumplimiento del artículo 8 de la Constitución de Entre Ríos, en cuanto 

ordena que: "Toda autoridad que en virtud de las leyes de la Nación sea 

ejercida en el territorio de la Provincia deberá respetar los derechos y 

garantías que esta Constitución acuerda, y será obligación de los 

magistrados imponer sin demoras su efectivo cumplimiento. Las autoridades 



provinciales no admitiran el ejercicio por cualquier otra de facultades no 

delegadas a la Nación bajo apercibimiento de ser considerado causal de mal 

desempeño. Esta Constitución reivindica la potestad provincial en materia 

tributaria vedándose la delegación de atribuciones locales a la Nación..."; 

   Al asumir la competencia en este asunto, el Tribunal no 

adquiere, simultáneamente, la aptitud para juzgar la extensión, alcance o 

fundamentación de la tutela cautelar concedida por la Cámara Federal de 

Mendoza, ya que, por el sistema federal de distribución de competencias 

judiciales, este Tribunal no es órgano revisor de las decisiones de ningún 

magistrado del sistema federal. 

   Sin embargo, lo cierto es que, advertida la competencia 

para entender en la cautelar incoada por A.C.A.R.A. en lo que respecta a 

la Provincia de Entre Ríos -su agencia tributaria, A.T.E.R.-, se considera 

que es éste el Tribunal que genuinamente debe decidir sobre la procedencia 

o no de la tutela cautelar interpuesta. 

   En consonancia con la decisión inhibitoria sobre los autos 

que tramitan por ante la justicia federal, es que, entiende esta Cámara 

que, hasta tanto el expediente sea remitido, corresponde emitir una orden 

no innovativa a la Agencia Tributaria de Entre Ríos que le indique que 

ningún cambio debe operarse en el sistema recaudatorio entrerriano hasta 

tanto este Tribunal analice, en ejercicio de su competencia, la medida 

cautelar interpuesta por la A.C.A.R.A., manteniendo, hasta el momento en 

que se decida la procedencia o improcedencia de la medida, el ejercicio en 

plenitud de la totalidad de sus competencias tributarias previstas por la 

Constitución Provincial, el Código Fiscal de Entre Ríos vigente su ley 

tributaria anual y demás leyes y reglamentos que rigen la materia; sin 

restricciones ni limitaciones de ningún tipo, destinadas a determinar y 

percibir el I.I.B.B. que autodeterminen los concesionarios automotrices 

asociados a A.C.A.R.A. en jurisdicción local. 

   Todo ello, se reitera, hasta tanto este Tribunal entienda 

en las actuaciones judiciales caratuladas: "Incidente de Medida cautelar 

en autos "A.C.A.R.A. (Asociación de Concesionarios de Automotores de la 

República Argentina) c/Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos 

Aires y otros s/ acción mere declarativa de derecho" (Expediente Nº FMZ 

17395/2015/1) y en autos caratulados: "A.C.A.R.A. c/ AGENCIA DE RECAUDACIÓN 

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTROS s/ACCION MERE DECLARATIVA DE 

DERECHO"  (Expediente Nº 17395/2015); o resuelva la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación en definitiva. 

    Sin costas, atento a la naturaleza de la cuestión 

planteada y ausencia de contienda.  

   El Señor Vocal GONZALEZ ELIAS manifiesta que hace uso de 

la facultad de abstención prevista legalmente.  

   Por estas consideraciones, habiéndose oído al Ministerio 

Público Fiscal,  

SE RESUELVE: 

   I. Imprimir a estos actuados las reglas sobre Cuestiones 

de Competencia previstas en el Libro Primero, Título I, Capítulo II, 

artículos 7 a 13 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación; 

   II. Declarar la competencia de esta Cámara en lo 

Contencioso Administrativo Nº 1 de Paraná, por razón de la materia, para 

conocer  en los autos caratulados "A.C.A.R.A. c/ Agencia de Recaudación de 

la Provincia de Buenos Aires y otros p/ Acción Mere Declarativa de Derecho" 

(expediente N° FMZ 17395/2015 radicado ante Juzgado Federal N° 2 de San 

Juan) y en su incidente caratulado: "Incidente de Medida cautelar en autos 

"A.C.A.R.A. (Asociación de Concesionarios de Automotores de la República 

Argentina) c/Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires y otros 

s/ acción mere declarativa de derecho" (Expediente Nº FMZ 17395/2015/1), 



respecto de la acción deducida contra la Agencia Tributaria de Entre Ríos 

A.T.E.R.   

   III. Requerir al Señor Juez a cargo del Juzgado Federal 

N° 2 de San Juan que en un prudente plazo se inhiba de seguir actuando en 

los autos mencionados respecto de la jurisdicción fiscal entrerriana y la 

A.T.E.R. y remita copia certificada de las actuaciones a efectos de 

continuar su trámite ante esta Cámara en lo Contencioso Administrativo Nº 

1 de Paraná, Provincia de Entre Ríos. En caso de no aceptar la inhibición, 

se requiere al magistrado la elevación de la causa a la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, a fin de dirimir la contienda planteada, previo 

informar a este Tribunal; 

   IV. Hacer lugar a la medida solicitada por el Fisco 

Provincial y el Estado de Entre Ríos  y ordenar no innovar a la A.T.E.R. 

en jurisdicción local en cuanto al ejercicio en plenitud de la totalidad 

de sus competencias tributarias previstas por la Constitución Provincial, 

el Código Fiscal de Entre Ríos vigente, su ley tributaria anual y demás 

leyes y reglamentos que rigen la materia, sin restricciones ni limitaciones 

de ningún tipo, destinadas a determinar y percibir el I.I.B.B. que 

autodeterminen los concesionarios automotrices asociados a A.C.A.R.A. en 

jurisdicción local; hasta tanto este Tribunal entienda en las actuaciones 

judiciales caratuladas: "Incidente de Medida cautelar en autos "A.C.A.R.A. 

(Asociación de Concesionarios de Automotores de la República Argentina) 

c/Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ acción 

mere declarativa de derecho" (Expediente Nº FMZ 17395/2015/1) y en autos 

caratulados: "A.C.A.R.A. c/ AGENCIA DE RECAUDACIÓN DE LA PROVINCIA DE 

BUENOS AIRES Y OTROS s/ACCION MERE DECLARATIVA DE DERECHO"  (Expediente Nº 

17395/2015); o resuelva la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

definitiva. 

   V. Notificar al Estado de la Provincia de Entre Ríos, a 

la Agencia Tributaria de Entre Ríos y a la Asociación de Concesionarios de 

Automotores de la República Argentina; quedando a cargo de ésta última 

diligencia los incidentantes; 

   VI. Registrar y librar oficios en los términos de la Ley 

N° 22.172 a fin de cumplir el requerimiento dispuesto, acompañando 

testimonio del escrito en que se promueve la cuestión y de la presente 

resolución.   

   VII. Sin costas, atento a la naturaleza de la cuestión 

planteada y ausencia de contradictorio.  
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